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Expediente Nº: E/06351/2017

RESOLUCIÓN DE ARCHIVO DE ACTUACIONES

De  las  actuaciones  practicadas  por  la  Agencia  Española  de  Protección  de
Datos ante Doña  B.B.B., en virtud de denuncia presentada por Doña  C.C.C., y Don
A.A.A., y teniendo como base los siguientes

HECHOS

PRIMERO: Con fecha 16 de octubre de 2017, tuvieron entrada en esta Agencia dos
escritos remitidos por Doña  C.C.C., y Don  A.A.A., en los que exponen lo siguiente:
Ambos denunciantes fueron fotografiados y grabados disfrutando de su tiempo libre,
en fecha 21 de septiembre de 2017, estando en las mesas de la Cafetería Dolce Vita.

Días posteriores reciben varios mensajes en la que se les indica que se ha colgado su
fotografía en las redes sociales TWITER y FACEBOOK, incitando el odio hacia ellos
por la condición de Guardia Civil de los denunciantes.

SEGUNDO: Tras la recepción de la denuncia la Subdirección General de Inspección
de Datos procedió a la realización de   actuaciones previas de investigación para el
esclarecimiento de los hechos denunciados, teniendo conocimiento de los siguientes
extremos:

En fecha 18 de octubre de 2017, se accedió, por la Inspección de Datos, a la cuenta
de TWITTER de la denunciada verificando que efectivamente figura un video de los
denunciantes sentados en una terraza de la vía pública.

En  fecha  26  de  abril  de  2018,  se  ha  comprobado  que  en  la  cuenta  de  twitter
https://twitter.com/meritxellxll no aparece en abierto ninguna información relativa a los
hechos denunciados

Se ha consultado en el Registro Mercantil Central los datos que figuran asociados a
Doña  B.B.B. constando como administradora única de la entidad UNIKARSA SL, con
domicilio ***DIRECCIÓN.1

Se ha requerido información a Doña  B.B.B. en la dirección de la entidad en que figura
como administradora única, para que facilite aclaración del motivo por el que se han
publicado  imágenes  de  los  denunciantes  en  redes  sociales  y  si  cuenta  con  el
consentimiento de los afectados.

El requerimiento de información ha sido devuelto por ausente.

Se ha requerido al Ayuntamiento de Igualada  y al Ayuntamiento de Castellolí para que
facilite datos de empadronamiento de Doña  B.B.B. sin haber aportado una dirección
concreta, alegando que la investigada ya no está empadronada en estos municipios.
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Se ha consultado en la Dirección General del Catastro la dirección asociada a Doña
B.B.B. con NIF   D.D.D. habiendo obtenido como información que su domicilio fiscal
está en ***DIRECCIÓN.2

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I

Es competente para resolver la Directora de la Agencia Española de Protección
de Datos, conforme a lo establecido en el artículo 37.d) en relación con el artículo 36,
ambos de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de
Carácter Personal (en lo sucesivo LOPD).

II

El  artículo  6.1  de  la  LOPD  dispone  lo  siguiente:  “El  tratamiento  de  los  datos  de
carácter personal requerirá el  consentimiento inequívoco del afectado, salvo que la
Ley disponga otra cosa”.

Por  su  parte,  el  apartado 2  del  mencionado  artículo  contiene una serie  de
excepciones a la regla general contenida en aquel apartado 1, estableciendo que: “No
será preciso el consentimiento cuando los datos de carácter personal se recojan para
el ejercicio de las funciones propias de las Administraciones Públicas en el ámbito de
sus competencias; cuando se refieran a las partes de un contrato o precontrato de una
relación negocial, laboral o administrativa y sean necesarios para su mantenimiento o
cumplimiento;  cuando  el  tratamiento  de  los  datos  tenga  por  finalidad  proteger  un
interés vital del interesado en los términos del artículo 7, apartado 6, de la presente
Ley, o cuando los datos figuren en fuentes accesibles al público y su tratamiento sea
necesario para la satisfacción del interés legítimo perseguido por el responsable del
fichero  o por el  del  tercero  a quien se comuniquen los datos,  siempre que no se
vulneren los derechos y libertades fundamentales del interesado”.

El tratamiento de datos sin consentimiento de los afectados constituye un límite
al  derecho  fundamental  a  la  protección  de  datos.  Este  derecho,  en  palabras  del
Tribunal Constitucional en su Sentencia 292/2000, de 30 de noviembre (F.J. 7 primer
párrafo)  “…consiste  en  un  poder  de  disposición  y  de  control  sobre  los  datos
personales que faculta a la persona para decidir cuáles de esos datos proporcionar a
un tercero, sea el Estado o un particular, o cuáles puede este tercero recabar, y que
también permite al individuo saber quién posee esos datos personales y para qué,
pudiendo oponerse a  esa  posesión  o uso.  Estos poderes de disposición y control
sobre  los  datos  personales,  que  constituyen  parte  del  contenido  del  derecho
fundamental a la protección de datos se concretan jurídicamente en la facultad de
consentir la recogida, la obtención y el acceso a los datos personales, su posterior
almacenamiento y tratamiento, así como su uso o usos posibles, por un tercero, sea el
estado o un particular (...)”.

Son, pues, elementos característicos del derecho fundamental a la protección
de datos personales los derechos del afectado a consentir sobre la recogida y uso de
sus datos personales y a saber de los mismos.
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En el presente caso, consta acreditado que el la persona denunciada publicó
en  redes  sociales  sin  ninguna  limitación,  un  vídeo  en  el  que  aparecían  los  dos
denunciantes sin que contase con su consentimiento.
 

Por  tanto,  resulta  que  Doña   B.B.B. no disponía  del  consentimiento de los
afectados para el  tratamiento de datos realizado, resultando, por tanto, evidente la
existencia de, al menos, una falta de la diligencia debida en los hechos analizados
plenamente imputable a la denunciada, que trató y difundió los datos de los afectados
sin  su  consentimiento,  en concreto  sus imágenes que les hace identificables y  su
profesión, procediendo considerar infringido el artículo 6.1 de la LOPD por parte de la
denunciada, que es responsable de dicha infracción.

III

El artículo 45.6 de la LOPD establece:

“Excepcionalmente  el  órgano  sancionador  podrá,  previa  audiencia  de  los
interesados y atendida la naturaleza de los hechos y la concurrencia significativa de
los  criterios  establecidos  en  el  apartado  anterior,  no  acordar  la  apertura  del
procedimiento  sancionador, y en su lugar, apercibir al sujeto responsable a fin de que,
en el plazo que el órgano sancionador determine, acredite la adopción de las medidas
correctoras  que  en  cada  caso  resultasen  pertinentes,  siempre  que  concurran  los
siguientes presupuestos:

a) que los hechos fuesen constitutivos de infracción leve o grave conforme a lo
dispuesto en esta Ley.

b) que el infractor no hubiese sido sancionado o apercibido con anterioridad.

Si el apercibimiento no fuera atendido en el plazo que el órgano sancionador
hubiera  determinado  procederá  la  apertura  del  correspondiente  procedimiento
sancionador por dicho incumplimiento”.

A este respecto, procede considerar lo establecido en el artículo 45.4 y 5 de la
LOPD:

“4.  La  cuantía  de  las  sanciones  se  graduará  atendiendo  a  los  siguientes
criterios:

a El carácter continuado de la infracción.
b El volumen de los tratamientos efectuados.
c La vinculación de la actividad del infractor con la realización de tratamientos

de datos de carácter personal.
d El volumen de negocio o actividad del infractor.
e Los  beneficios  obtenidos  como  consecuencia  de  la  comisión  de  la

infracción.
f El grado de intencionalidad.
g La reincidencia por comisión de infracciones de la misma naturaleza.
h) La naturaleza de los perjuicios causados a las personas interesadas o a

terceras personas.
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i)  La  acreditación  de  que  con  anterioridad  a  los  hechos  constitutivos  de
infracción  la  entidad  imputada  tenía  implantados  procedimientos  adecuados  de
actuación en la recogida y tratamiento de IOS datos de carácter personal, siendo la
infracción  consecuencia  de  una  anomalía  en  el  funcionamiento  de  dichos
procedimientos no debida a una falta de diligencia exigible al infractor.

j) Cualquier otra circunstancia que sea relevante para determinar el grado de
antijuridicidad y de culpabilidad presentes en la concreta actuación infractora.

5.  El  órgano sancionador establecerá la  cuantía de la  sanción aplicando la
escala relativa a la clase de infracciones que preceda inmediatamente en gravedad a
aquella en que se integra la considerada en el caso de que se trate, en los siguientes
supuestos:

a Cuando  se  aprecie  una  cualificada  disminución  de  la  culpabilidad  del
imputado  o  de  la  antijuridicidad  del  hecho  como  consecuencia  de  la
concurrencia  significativa  de  varios  de  los  criterios  enunciados  en  el
apartado 4 de este artículo. 

b Cuando  la  entidad  infractora  haya  regularizado  la  situación  irregular  de
forma diligente.

c Cuando pueda apreciarse que la conducta del afectado ha podido inducir a
la comisión de la infracción.

d Cuando el infractor haya reconocido espontáneamente su culpabilidad. 
e Cuando  se  haya  producido  un  proceso  de  fusión  por  absorción  y  la

infracción fuese anterior a dicho proceso, no siendo imputable a la entidad
absorbente”. 

Trasladando  las consideraciones expuestas  al  supuesto  que nos ocupa,  se
observa que la infracción de la LOPD de la que se responsabiliza a Doña  B.B.B. es
“grave”; que la denunciada no ha sido sancionada o apercibida por esta Agencia en
ninguna  ocasión  anterior;  y  que  concurren  de  manera  significativa  varias  de  las
circunstancias descritas en el artículo 45.4 de la LOPD: en concreto, la ausencia de
beneficios obtenidos como consecuencia de la comisión de la infracción, la falta de
vinculación de la actividad de la infractora con la realización de tratamientos de datos
de carácter personal; que ya ha retirado el vídeo; y que nunca ha sido sancionada.
Todo ello, unido a la naturaleza de los hechos que nos ocupan, justifica que la AEPD
no acuerde la apertura de un procedimiento sancionador y que opte por aplicar el
artículo 45.6 de la LOPD.

IV

La Sentencia de la Audiencia Nacional, Sala de lo Contencioso-Administrativo,
Sección Primera, recurso 455/2011, de 29/11/2013, analiza el apercibimiento como un
acto  de naturaleza no sancionadora,  como se deduce del  fundamento de derecho
SEXTO:

“Debe reconocerse que esta Sala y Sección en alguna ocasión ha calificado el
apercibimiento impuesto  por  la  AEPD,  en aplicación del  artículo  examinado,  como
sanción (SAN de 7 de junio de 2012, rec. 285/2010), y en otros casos ha desestimado
recursos contencioso-administrativos interpuestos contra resoluciones análogas a la
recurrida en este procedimiento, sin reparar en la naturaleza no sancionadora de la
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medida expresada (SSAN de 20 de enero de 2013, rec. 577/2011, y de 20 de marzo
de 2013, rec. 421/2011). No obstante, los concretos términos en que se ha suscitado
la  controversia  en el  presente recurso contencioso-administrativo  conducen a  esta
Sala a las conclusiones expuestas, corrigiendo así la doctrina que hasta ahora venía
presidiendo la aplicación del artículo 45.6 de la LOPD.”

Además,  la  sentencia  interpreta  o  liga  apercibimiento  o  apercibir  con  el
requerimiento  de  una  actuación  para  subsanar  la  infracción,  y  si  no  existe  tal
requerimiento, no sería apercibimiento, sino archivo, como se deduce del mencionado
fundamento de derecho:

“Pues  bien,  en  el  caso  que  nos  ocupa  el  supuesto  concreto,  de  entre  los
expresados  en  el  apartado  quinto  del  artículo  45,  acogido  por  la  resolución
administrativa recurrida para justificar la aplicación del artículo 45.6 de la LOPD es el
primero,  pues aprecia “una cualificada disminución de la  culpabilidad del imputado
teniendo en cuenta que no consta vinculación relevante de la actividad del denunciado
con  la  realización  de  tratamientos  de  datos  de  carácter  personal,  su  volumen  de
negocio  o  actividad  y  no  constan  beneficios  obtenidos  como  consecuencia  de  la
comisión de la infracción.

Por ello, concurriendo las circunstancias que permitían la aplicación del artículo
45.6 de la LOPD, procedía “apercibir” o requerir a la denunciada para que llevara a
cabo  las  medidas  correctoras  que  la  Agencia  Española  de  Protección  de  Datos
considerase  pertinentes,  en  sustitución  de  la  sanción  que  de  otro  modo  hubiera
correspondido. 

No obstante, dado que resultaba acreditado que la denunciada por iniciativa
propia  había  adoptado  ya  una  serie  de  medidas  correctoras,  que  comunicó  a  la
Agencia Española de Protección de Datos, y que esta había verificado que los datos
del  denunciante  no  eran  ya  localizables  en  la  web  del  denunciado,  la  Agencia
Española de Protección de Datos no consideró oportuno imponer a la denunciada la
obligación  de  llevar  a  cabo  otras  medidas  correctoras,  por  lo  que  no  acordó
requerimiento alguno en tal sentido a ésta. 

Recuérdese que al tener conocimiento de la denuncia la entidad denunciada,
procedió por iniciativa propia a dirigirse a Google para que se eliminara la URL donde
se reproducían la Revista y el artículo, a solicitar a sus colaboradores que suprimieran
cualquier nombre de sus artículos o cualquier otra información susceptible de parecer
dato  personal  y  que  revisaran  las  citas  del  área  privada  de  la  web  para  borrar
cualquier otro dato sensible, y, por último, a revisar la configuración de los accesos
para que los buscadores no tuvieran acceso a las Revistas. 

En consecuencia,  si  la  Agencia Española de Protección de Datos estimaba
adoptadas ya las medidas correctoras pertinentes en el caso, como ocurrió, tal y como
expresa la resolución recurrida, la actuación administrativa procedente en Derecho era
al archivo de las actuaciones, sin practicar apercibimiento o requerimiento alguno a la
entidad denunciada, pues así se deduce de la correcta interpretación del artículo 45.6
de la LOPD, atendida su interpretación sistemática y teleológica.

Por el contrario, la resolución administrativa recurrida procedió a “apercibir” a la
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entidad  PYB ENTERPRISES S.L.,  aunque  sin  imponerle  la  obligación  de  adoptar
medida correctora alguna, lo que solo puede ser interpretado como la imposición de
un “apercibimiento”,  entendido bien como amonestación, es decir,  como sanción, o
bien como un mero requerimiento sin objeto. En el primer caso nos hallaríamos ante la
imposición de una sanción no prevista en la LOPD, con manifiesta infracción de los
principios de legalidad y tipicidad en materia sancionadora, previstos en los artículos
127  y  129  de  la  Ley  30/1992,  de  26  de  noviembre,  de  Régimen  Jurídico  de  las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y en el segundo
supuesto ante un acto de contenido imposible, nulo de pleno derecho, de conformidad
con lo previsto en el artículo 62.1.c) de la misma Ley.”

En el supuesto denunciado se da la circunstancia de que se trata de un hecho
único y puntual. Tratándose de un hecho puntual y que consta que el vídeo ha sido
retirado de las redes sociales no cabe requerimiento de medidas concretas que eviten
que se vuelva a incurrir en la misma infracción. Por ello, resulta obligado, en atención
a  la  citada  sentencia  de  la  Audiencia  Nacional  de  29/11/2013,  interpretar,  en
congruencia con la naturaleza atribuida al apercibimiento, que siendo la finalidad del
mismo la imposición de medidas correctoras, cuando éstas no puedan imponerse, lo
procedente en Derecho es acordar el archivo de las actuaciones.

V

 El artículo 126.1, apartado segundo,  del Reglamento de desarrollo de la Ley
Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de protección de datos de carácter personal,
aprobado por Real Decreto 1720/2007, de 21 de diciembre (RLOPD) establece:

“Si  de  las  actuaciones  no  se  derivasen  hechos  susceptibles  de  motivar  la
imputación de infracción alguna, el Director de la Agencia Española de Protección de
Datos dictará resolución de archivo que se notificará al investigado y al denunciante,
en su caso.”

Por  lo  tanto,  de  acuerdo  con  lo  señalado,  por  la  Directora  de  la  Agencia
Española de Protección de Datos, 

SE ACUERDA:

 PROCEDER AL ARCHIVO de las presentes actuaciones.

 NOTIFICAR la presente Resolución a Doña  B.B.B., a Doña  C.C.C., y a Don
A.A.A..

De conformidad con lo establecido en el apartado 2 del artículo 37 de la LOPD,
en la redacción dada por el artículo 82 de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre, de
medidas fiscales, administrativas y del orden social, la presente Resolución se hará
pública, una vez haya sido notificada a los interesados.  La publicación se realizará
conforme a lo previsto en la Instrucción 1/2004, de 22 de diciembre, de la Agencia
Española de Protección de Datos sobre publicación de sus Resoluciones y con arreglo
a lo dispuesto en el artículo 116 del Reglamento de desarrollo de la LOPD aprobado
por el Real Decreto 1720/2007, de 21 diciembre.
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Contra esta resolución, que pone fin a la vía administrativa (artículo 48.2 de la
LOPD),  y  de conformidad con lo  establecido en los artículos 112 y 123 de la  Ley
39/2015,  de  1  de  octubre,  del  Procedimiento  Administrativo  Común  de  las
Administraciones  Públicas,  los  interesados  podrán  interponer,  potestativamente,
recurso de reposición ante la Directora de la Agencia Española de Protección de Datos
en  el  plazo  de  un  mes  a  contar  desde  el  día  siguiente  a  la  notificación  de  esta
resolución  o  directamente  recurso  contencioso  administrativo  ante  la  Sala  de  lo
Contencioso-administrativo de la Audiencia Nacional, con arreglo a lo dispuesto en el
artículo 25 y en el apartado 5 de la disposición adicional cuarta de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, en el plazo de
dos meses a contar desde el día siguiente a la notificación de este acto, según lo
previsto en el artículo 46.1 del referido texto legal.

Mar España Martí
Directora de la Agencia Española de Protección de Datos 
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